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La Sección Primera del 
Consejo Consultivo de Castilla y 
León, reunida en Zamora el día 23 
de noviembre de 2006, ha exa-
minado el expediente de respon-
sabilidad patrimonial iniciado como 
consecuencia de la reclamación pre-
sentada a instancia de D. xxxxx, y a 
la vista del mismo y tal como 
corresponde a sus competencias, 
emite, por unanimidad, el siguiente 

 
 
 

DICTAMEN 
 
I 

ANTECEDENTES DE HECHO 
 

El día 17 de marzo de 2006 tuvo entrada en este Consejo Consultivo la 
solicitud de dictamen preceptivo sobre el expediente de responsabilidad 
patrimonial iniciado como consecuencia de la reclamación presentada a 
instancia de D. xxxxx, representado por Dña. yyyyy, debido a los daños sufridos 
por el mal estado de la calzada. 
 

Examinada la solicitud y admitida a trámite con fecha 20 de marzo de 
2006, se procedió a darle entrada en el registro específico de expedientes del 
Consejo con el número de referencia 333/2006, iniciándose el cómputo del 
plazo para la emisión del dictamen, tal como dispone el artículo 53 del 
Reglamento Orgánico del Consejo Consultivo, aprobado por el Decreto 
102/2003, de 11 de septiembre. Turnado por la Sra. Presidenta del Consejo, 
correspondió su ponencia al Consejero Sr. Madrid López. 
 

Primero.- Con fecha 26 de julio de 2003, se recibe en la Delegación 
Territorial de la Junta de Castilla y León de xxxxx una reclamación de 
responsabilidad patrimonial presentada por D. xxxxx, solicitando una 

 1



 

indemnización, debido a los daños causados en su vehículo. Se relatan así los 
hechos: 
 

 “El día 16 de septiembre de 2002, sobre las 17 horas, circulaba mi 
representado pilotando el vehículo de su propiedad, marca xxxxx, modelo 
xxxxx, matrícula xxxx, por la carretera comarcal xxxx, dirección xxxxx, que a la 
fecha indicada estaba en obras, cuando sintió un fuerte impacto en el vehículo, 
observando que había sido una piedra de la carretera que había roto el 
retrovisor derecho. 
 

 »Asimismo, entre los puntos kilométricos 94-92 de la citada vía, y 
por la misma causa se le mancharon los laterales y discos de la rueda de brea, 
intentando limpiarlos posteriormente, comprobando que no desaparecían las 
manchas, sino que además saltaron la pintura del vehículo”. 
 

Junto a su solicitud presenta copias de diversos documentos, entre los 
que destacan: 
 
  - Denuncia efectuada ante la Guardia Civil el 24 de septiembre de 
2002. 
 
  - Dictamen pericial que valora el daño en 1.036,54 euros, que es 
la cantidad que reclama el interesado. 
 
  - Presupuesto del taller por igual cantidad. 
 
  - Escrito de reclamación, de 25 de octubre de 2002, dirigido a 
ccccc 
 
  - Informe de 3 de junio de 2003, del Jefe de la Sección de 
Conservación y Explotación, que confirma que el 16 de septiembre de 2002 la 
citada empresa era adjudicataria de un contrato de renovación de firmes en la 
carretera xxxx. 
 

Segundo.- El 11 de diciembre de 2003, el Delegado Territorial de la 
Junta de Castilla y León de xxxxx nombra instructora y secretaria del 
expediente. 
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Con igual fecha se acuerda la apertura del período probatorio, 
incorporándose al expediente: 
 
  - Diligencia de inspección ocular en los siguientes términos: 
 

“A las 18:00 horas del día 24 de septiembre de 2002 se 
procede a realizar la preceptiva Inspección Ocular por el Guardia Civil con T.I.P. 
(xxxx), perteneciente a esta Oficina, dando como resultado que: 
 
   »Personado el Guardia Civil en el P.K. reseñado en la 
denuncia, observa que la carretera ha sido asfaltada recientemente. 
 
   »Trasladado al lugar donde se encuentra el vehículo xxxxx 
xxxxx 2 OI, matrícula xxxx, objeto de la denuncia; se observa que en el mismo 
tiene manchas de color negro dispersas por diferentes lugares de sus dos 
laterales, así como trozos con la pintura desprovista de color y brillo; también 
se observan restos de brea en las cuatro llantas. 
 
   »El espejo retrovisor de la parte derecha se encuentra roto 
por la mitad”. 
 
  - Informe del Jefe de la Sección de Conservación y Explotación 
sobre el asunto en cuestión, en el que se señala: 
 

“1.- Es de todo punto imposible que un vehículo que pise 
una piedra situada en la calzada pueda romperse a sí mismo el retrovisor. 
 
   »2.- Por esa fecha que cita en el escrito, estaba regando 
ese tramo de la carretera la empresa con la que está contratada la 
conservación y cuyo nombre y domicilio figura en el atestado de la Guardia 
Civil. Dicha empresa tuvo señalizado en todo momento la contingencia de 
`obras en la calzada´, `gravilla suelta´, etc.”. 
 
  - Documentación del vehículo y declaración del interesado 
manifestando que no ha sido indemnizado en cantidad alguna. 
 

Tercero.- El 19 de mayo de 2005 la empresa ccccc presenta el siguiente 
escrito: 
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 “Primero: Sí es cierto que en la fecha 16 de Septiembre de 2002 
esta empresa se encontraba ejecutando la realización de un doble tratamiento 
superficial en la carretera xxxx entre el P.K. 92+410 y P.K. 91+500. 

 

 »Segundo: En este tipo de obra, se da paso alternativo para que 
el tráfico no pise la zona donde se ha regado con emulsión. 
 

 »Tercero: El producto empleado para la ejecución de dichas obras 
es una emulsión bituminosa ECR-2cm de rrrrr, cuyas características químicas las 
tiene la empresa rrrrr. En base a nuestra experiencia, este tipo de manchas, se 
limpian fácilmente con un algodón impregnado en gasoil. 
 

 »Cuarto: El árido empleado para la ejecución de este doble 
tratamiento superficial es de dos tipos: 
 

  »6-12, cuyo tamaño máximo del árido es de 12 mm. 
 

  »3-6, cuyo tamaño máximo es de 6 mm. 
 

 »Es decir, el peso máximo de una partícula de este árido puede 
ser aproximadamente 18 gramos. Con este peso y a la velocidad aconsejada 
para la circulación, 40 km/h, resulta difícil pensar que se pueda romper un 
espejo retrovisor”. 
 

Cuarto.- El 30 de junio de 2005, tras haber sido notificado el trámite de 
audiencia al interesado, éste presenta alegaciones manteniendo su solicitud; 
insistiendo en que no se indicó un carril alternativo y en la falta de señalización 
y de operarios a la hora del percance; y añadiendo que otros vehículos que 
transitaron por la zona esos días sufrieron asimismo daños que fueron 
indemnizados. 
 

Quinto.- La propuesta de resolución, de fecha 14 de febrero de 2006, 
señala que procede desestimar la reclamación presentada, por no existir 
relación de causalidad entre el servicio público y el daño. 
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Sexto.- El 27 de febrero de 2006 la Asesoría Jurídica de la Delegación 
Territorial informa favorablemente sobre la propuesta de resolución indicada, 
señalando: 
 

“(…) conviene añadir que, en la factura de gastos, consta la 
reparación y sustitución del parabrisas pero, sin embargo, en la reclamación no 
se hace referencia en ningún momento a esta circunstancia. Y sin embargo, en 
dicha factura no consta el cambio del espejo retrovisor que es lo que se 
alegaba que se había producido a consecuencia del impacto”. 
 
 

En tal estado de tramitación, se dispuso la remisión del expediente al 
Consejo Consultivo de Castilla y León para que emitiera dictamen. 
 

Séptimo.- Requerida documentación por el Consejo, se incorpora el 
expediente diversa documentación, entre la que destaca: 
 

 - Escrito de 2 de junio de 2006, de ccccc, en el que reitera sus 
alegaciones y añade: 
 

“(…) que la obra estaba señalizada correctamente en todo 
momento de acuerdo a la normativa vigente recogida en la instrucción de 
señalización de obras en carreteras nº 8.3 IC. 
 

  »En dicha señalización, estaban incluidas entre otras, las 
señales de peligro por gravillas sueltas, y la prohibición de circular a más de 40 
km/h”. 
 

 - Escrito de la parte reclamante, de 28 de junio de 2006, 
insistiendo en su argumentación. 
 
 

II 
CONSIDERACIONES JURÍDICAS 

 
1ª.- El Consejo Consultivo de Castilla y León dictamina en el presente 

expediente, con carácter preceptivo, de conformidad con lo previsto en el 
artículo 4.1.h),1º de la Ley 1/2002, de 9 de abril, reguladora del Consejo 
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Consultivo de Castilla y León, correspondiendo a la Sección Primera emitir el 
dictamen según lo establecido en el punto 4º, regla A), apartado g), del 
Acuerdo de 30 de octubre de 2003, del Pleno del Consejo, por el que se 
determina el número, orden, composición y competencias de las Secciones. 
 

2ª.- El procedimiento se ha instruido con arreglo a lo previsto en los 
artículos 139 a 144 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen 
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común, desarrollados por el Reglamento de los procedimientos de las 
Administraciones Públicas en materia de responsabilidad patrimonial, aprobado 
por el Real Decreto 429/1993, de 26 de marzo. 
 

3ª.- Concurren en la parte reclamante los requisitos de capacidad y 
legitimación exigidos por la referida Ley 30/1992, de 26 de noviembre. La 
competencia para resolver el presente expediente corresponde al Delegado 
Territorial de la Junta de Castilla y León en la provincia, en virtud de lo 
dispuesto por el artículo 4.12 del Decreto 93/1998, de 14 de mayo, por el que 
se desconcentran atribuciones de la Consejería de Fomento en los Delegados 
Territoriales de la Junta de Castilla y León. 
 

4ª.- El artículo 106.2 de la Constitución establece que “los particulares, 
en los términos establecidos por la ley, tendrán derecho a ser indemnizados por 
toda lesión que sufran en cualquiera de sus bienes y derechos, salvo en los 
casos de fuerza mayor, siempre que la lesión sea consecuencia del 
funcionamiento de los servicios públicos”. 
 

La referencia constitucional a la ley debe entenderse hecha a los 
artículos 139 y siguientes de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen 
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común, a la que además se remite el artículo 82.1 de la Ley 3/2001, de 3 de 
julio, del Gobierno y de la Administración de la Comunidad de Castilla y León. 
 

Conforme a la jurisprudencia del Tribunal Supremo (entre otras, 
Sentencias de 1 de marzo, 21 de abril y 29 de octubre de 1998; 28 de enero de 
1999; 1 y 25 de octubre de 1999), así como la doctrina del Consejo de Estado 
(Dictámenes de 27 de marzo de 2003, expte. nº 183/2003; 6 de febrero de 
2003, expte. nº 3583/2002; y 9 de enero de 2003, expte. nº 3251/2002), la 
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responsabilidad patrimonial de la Administración Pública exige la concurrencia 
de los siguientes requisitos: 
 

 a) La existencia de un daño efectivo, evaluable económicamente e 
individualizado en relación con una persona o grupo de personas. 
 

 b) El carácter antijurídico del daño, en el sentido de que la 
persona que lo sufre no tenga el deber jurídico de soportarlo, de acuerdo con la 
ley. 
 

 c) La imputabilidad a la Administración de la actividad dañosa, es 
decir, la integración del agente en el marco de la organización administrativa a 
la que pertenece o la titularidad pública del servicio o la actividad en cuyo 
ámbito se produce el daño. 
 

 d) La relación de causa a efecto entre la actividad administrativa y 
el resultado dañoso, nexo causal que implica la necesidad de que el daño sea 
consecuencia del funcionamiento normal o anormal de un servicio público o 
actividad administrativa en relación directa e inmediata. 
 

 e) Ausencia de fuerza mayor. 
 

 f) Que no haya transcurrido un año desde el momento en que se 
produjo el hecho causante. 
 

5ª.- El asunto sometido a consulta versa sobre la reclamación de 
responsabilidad patrimonial formulada a instancia de D. xxxxx, representado 
por Dña. yyyyy, debido a los daños sufridos en su vehículo por el mal estado de 
la calzada. 
 

La cuestión planteada en el presente expediente consiste en determinar 
si en la reclamación objeto del mismo concurren los presupuestos legales para 
conceder la indemnización solicitada. 
 

Mas, llegados a este punto, es necesario referirse a las previsiones 
contenidas en el artículo 97 de la Ley de Contratos de las Administraciones 
Públicas (en adelante, LCAP), texto refundido aprobado por el Real Decreto 
Legislativo 2/2000, de 16 de junio, que dispone: 
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 “Será obligación del contratista indemnizar todos los daños y 
perjuicios que se causen a terceros como consecuencia de las operaciones que 
requiera la ejecución del contrato. 
 

 »Cuando tales daños y perjuicios hayan sido ocasionados como 
consecuencia inmediata y directa de una orden de la Administración, será ésta 
responsable dentro de los límites señalados en las leyes. También será la 
Administración responsable de los daños que se causen a terceros como 
consecuencia de los vicios del proyecto elaborado por ella misma en el contrato 
de obras o en el de suministro de fabricación. 

 
 »Los terceros podrán requerir previamente, dentro del año 

siguiente a la producción del hecho, al órgano de contratación para que éste, 
oído el contratista, se pronuncie sobre a cuál de las partes contratantes 
corresponde la responsabilidad de los daños. El ejercicio de esta facultad 
interrumpe el plazo de prescripción de la acción. 
 

 »La reclamación de aquéllos se formulará, en todo caso, conforme 
al procedimiento establecido en la legislación aplicable a cada supuesto”. 
 

Siguiendo la tesis mayoritaria en la jurisprudencia, este Consejo Consultivo 
entiende que las previsiones del antiguo artículo 134 del Reglamento General de 
Contratación y el actual artículo 97 de la LCAP deben aplicarse en sentido literal, es 
decir, entendiendo que la regla general consiste en la responsabilidad del 
contratista, respondiendo sólo la Administración si ha mediado una orden suya que 
haya provocado el daño o que el mismo sea consecuencia de vicios del proyecto 
(Sentencias del Tribunal Supremo de 31 de julio de 2001, 19 de febrero de 2002, 
24 de abril y 30 de octubre de 2003). 
 

Este criterio, además, ha sido seguido por otras muchas resoluciones de 
otros órganos jurisdiccionales. Así, pueden citarse el Auto de la Sala Especial de 
Conflictos de Competencia del Tribunal Supremo de 11 de abril de 2003, diversas 
resoluciones emanadas del Tribunal Superior de Justicia de Castilla y León (entre 
otras, Sentencia de 1 de junio de 2004, de la Sala de Valladolid, y de 25 de enero y 
22 de marzo de 2002 de la Sala de Burgos) y de otros Tribunales Superiores de 
Justicia, como el de Cataluña en Sentencia de 31 de octubre de 2003, de Canarias 
en Sentencia de 8 de abril de 2005, de Cantabria en Sentencias de 2 y 14 de julio 
de 2004, o de Navarra en Sentencia de 19 de mayo de 2004. 
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Ahora bien, ha de tenerse en cuenta, además, que aun siendo este criterio 
el mayoritario en los tribunales, lo cierto es que su aplicación no es en absoluto 
plana y uniforme, pues los tribunales, al enfrentarse a la necesidad de dar 
satisfacción al derecho a la tutela judicial efectiva del perjudicado, han venido 
interpretando que si la Administración no resuelve la reclamación, o lo hace sin 
determinar quién debe responder o sin dar la debida audiencia al contratista con la 
advertencia expresa de que puede ser declarado responsable de los daños y 
perjuicios, puede ser condenada a su indemnización sin perjuicio de que, 
posteriormente, pueda repetir lo satisfecho por tal concepto frente al contratista. 
 

En este sentido y a título de ejemplo, puede citarse la Sentencia de 22 de 
abril de 2004 del Tribunal Superior de Justicia de Castilla y León, Sala de Burgos, 
que declara que “la Administración demandada, lejos de cumplir con el 
ordenamiento jurídico vigente, simplemente omitió dar traslado de la reclamación 
del recurrente a la empresa contratista, sin que conste que se haya tramitado y 
mucho menos resuelto, tal y como lo exigía el marco jurídico más arriba indicado, la 
reclamación de la parte recurrente. Y desde luego, ante este supuesto de 
incumplimiento legal, lo que no puede la Sala es dar cabida a sus pretensiones pues 
suponen en esencia que la propia Administración Local se beneficie de su conducta 
netamente ilegal. Sólo cabría circunscribir la responsabilidad de la Administración 
demandada a los justos límites establecidos por el artículo 98 (actual 97) del Real 
Decreto Legislativo 2/2000, de haber seguido el procedimiento legalmente 
establecido”. 
 

En la misma dirección pueden citarse Sentencias de los Tribunales 
Superiores de Justicia de Castilla y León, Sala de Burgos, de 25 de enero y 22 de 
marzo de 2002; de Galicia, de 23 de marzo de 2005; de Canarias, de 21 de 
septiembre de 2004 y 28 de enero de 2005; de Madrid, de 30 de septiembre y 5 de 
octubre de 2004; o de Navarra, de 14 de junio de 2004. 
 

Conforme con lo razonado hasta ahora, en la tramitación del expediente 
de responsabilidad se ha de discernir si la actuación lesiva es atribuible a la 
Administración Pública titular del servicio que se presta, o al contratista al que 
se le ha encomendado el mismo. Para ello es inexcusable que durante la 
instrucción del procedimiento se conceda a dicho contratista la posibilidad de 
intervención en el mismo, pues en caso contrario se le ocasionaría una patente 
indefensión en la aplicación del régimen que sobre daños y perjuicios se 
contempla en el artículo 97 de la LCAP. 
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En el presente caso, la empresa contratista ha intervenido 
adecuadamente en el procedimiento. 
 
 Dicho lo anterior, el Consejo Consultivo no coincide con la propuesta de 
resolución y entiende que procede estimar parcialmente la reclamación 
sometida a consulta. 
 
 Lo primero que debe señalarse es que ha quedado suficientemente 
acreditada en el expediente la producción de ciertos daños en el vehículo del 
reclamante. 
 
 Respecto a la existencia de la precisa relación de causalidad, cabe 
resaltar que aunque la denuncia ante la Guardia Civil se produce varios días 
después de ocurridos los hechos, el conjunto de la tramitación del expediente y 
los documentos obrantes en el mismo conducen, a juicio de este Consejo, a dar 
verosimilitud a la versión del reclamante en los términos que a continuación se 
exponen. 
 

Cabe entender probado que los daños por manchas de brea se 
produjeron al pasar el 16 de septiembre de 2002 el vehículo del reclamante por 
la obra en cuestión. Pese a que la denuncia la formula varios días después (24 
de septiembre) son creíbles las manifestaciones del reclamante, pues existe un 
hecho comprobado por la Guardia Civil tal día: las manchas de brea por los 
lados del vehículo. Al respecto, su existencia en un vehículo –a diferencia de 
otro tipo de daños, que pueden ocurrir en un más amplio espectro de lugares– 
lleva a pensar que su producción muy posiblemente se produjo en el entorno 
de una obra donde se realizaba asfaltado. Y lo cierto es que en la fecha que 
indica el reclamante que se estaba realizando por la empresa en cuestión dicho 
asfaltado, y en el p.k. 92+410 de la xxxx que coincide en gran medida con el 
dato del reclamante (kilómetros 92 a 94). 
 

En consecuencia, cabe considerar acreditado que el vehículo del 
reclamante se impregnó de emulsión al pasar el 16 de septiembre de 2002 por 
la carretera en la que se ejecutaba la obra de doble tratamiento superficial. 

 
Por otro lado, pese a que la empresa ccccc señala que había señalización 

y que se daba paso alternativo, la realidad es que no combate de modo 
convincente la alegación del reclamante de que pasó con el vehículo a las 17,00 
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horas y que no había entonces operarios ni paso alternativo. La empresa no 
rebate esta afirmación y esto lleva a considerar suficientemente acreditado que 
el vehículo se manchó con un producto que había entonces en la calzada, sin 
poder evitarlo. 
 

Sin embargo, no se ha acreditado de modo razonable la rotura del 
retrovisor por un objeto. Se menciona en la denuncia el p.k. 93 y la empresa 
afirma que el día 16 el trabajo se realizó entre el p.k. 92+410 y p.k. 91+500. 
Además es difícil, a la vista de la documentación, considerar probada, en este 
aspecto, una negligencia de la empresa. 
 

En consecuencia, dicho lo que precede, ha de responder la empresa 
contratista de los daños ocasionados por las manchas de brea. La cuantía que 
en principio corresponde a tales daños será 447,37 euros, más el 16% de IVA, 
es decir 518,95 euros. 
 

En todo caso, la cuantía se actualizará conforme a lo previsto en el 
artículo 141.3 de la Ley 30/1992. 
 

III 
CONCLUSIONES 

 
En mérito a lo expuesto, el Consejo Consultivo de Castilla y León 

informa: 
 

1º.- Procede dictar resolución estimatoria parcial, por importe de 518,95 
euros, en el expediente de responsabilidad patrimonial iniciado como 
consecuencia de la reclamación presentada a instancia de D. xxxxx, 
representado por Dña. yyyyy, debido a los daños sufridos por el mal estado de 
la calzada. 
 

2º.- Corresponde a la empresa contratista ccccc indemnizar los daños 
causados. 

 
No obstante, V.E. resolverá lo que estime más acertado. 
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